FALTA DE JURISDICCIÓN – Inmunidad jurisdiccional de organismos internacionales
[C]orresponde establecer de oficio si en el presente caso se estructura la falta de jurisdicción declarada por el Tribunal en primera instancia, pues este hecho impediría hacer un pronunciamiento de fondo sobre la impugnación impetrada, motivo por el cual, se analizará el alcance de la inmunidad jurisdiccional concedida a la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura, para luego descender al caso concreto y resolver el recurso de apelación del Congreso de la República. (…) considera esta Subsección que el objeto del Convenio de Cooperación celebrado entre el Congreso de la República y la OEI, no guarda  una relación directa con las finalidades de dicha Organización relacionadas con los servicios de promoción y cooperación de actividades orientadas a la educación, científicas, tecnológicas y culturales de los Estados miembros, por lo que es factible concluir que la cláusula de inmunidad de jurisdicción que ampara a la OEI, no puede extenderse al específico evento que ahora tiene oportunidad de estudiar la Sala, comoquiera que la controversia que se planteó ante esta jurisdicción es ajena a la finalidad intrínseca del órgano de derecho internacional. En efecto, aplicar al asunto de la referencia la inmunidad de jurisdicción supondría reconocer la misma de manera absoluta, concretándose el criterio subjetivo que, de acuerdo a la jurisprudencia transcrita, no es aceptada por la Sala de la Sección, resultando inconveniente para el ejercicio del derecho de acceso a la administración de justicia al aceptar que “la simple verificación de la existencia de la prerrogativa en el instrumento de derecho internacional conduzca indefectiblemente a la exclusión del poder jurisdiccional interno, sin razonamiento jurídico válido”. 
INMUNIDAD JURISDICCIONAL DE ORGANISMOS INTERNACIONALES – Factor conexión
[S]e tiene en cuenta que los dineros destinados para la ejecución del Contrato celebrado con la OEI eran del Estado colombiano. (…) Así las cosas, la inmunidad de jurisdicción que ampara a Organización de Estados Iberoamericanos, reconocida por el Estado colombiano mediante la Convención sobre prerrogativas e inmunidades de las Naciones Unidas, aprobadas por el Congreso de la República mediante la Ley 62 de 1973, y la Ley 30 de 1989 que aprobó los estatutos de la OEI, no es aplicable en el asunto de la referencia, motivo por el que resulta errada la decisión del Tribunal a-quo que declaró la falta jurisdicción respecto de ella, ya que de acuerdo los argumentos anteriormente expuestos el Estado colombiano sí puede ejercer jurisdicción sobre el Organismo Internacional en el caso en concreto. Finalmente, precisa la Sala que pese a la condición de particular con que actuó la OEI, en el asunto subexamine la vinculación del Congreso de la República al proceso implica que se produzca el factor de conexión, requisito necesario para que se genere el fuero de atracción respecto de aquélla (OEI) y sea la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo la competente para conocer de la controversia.
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el demandado contra la sentencia proferida el 22 de noviembre de 2006, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, en la que se decidió:

“FALLA

“PRIMERA: DECLÁRESE la falta de jurisdicción respecto de la demandada ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS PARA LA EDUCACIÓN, LA CIENCIA Y LA CULTURA – O.I.E.

“SEGUNDO: DECLÁRESE la nulidad absoluta del Convenio d Cooperación suscrito entre el CONGRESO DE LA REPÚBLICA y la ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS O.E.I. DE FECHA 16 de julio de 2001.

“TERCERO: CONDÉNASE al CONGRESO DE LA REPÚBLICA a la totalidad de las costas que se liquidaren dentro del presente proceso.

“CUARTO: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda”. –Folio 118 cuaderno principal-

ANTECEDENTES

1. La demanda

El 31 de mayo de 2004, la Procuradora Quinta Judicial Administrativa ante el Tribunal Administrativa de Cundinamarca, en adelante -el demandante-, en ejercicio de la acción de controversias contractuales, presentó demanda –folios 1 a 13 cuaderno 1- contra el Congreso de la República y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación y la Cultura O.E.I.-,  con el fin de que se accediera a las siguientes pretensiones –folios 1 a 2 cuaderno 1-:
“PRETENSIONES

“PRIMERA.- Que es nulo de nulidad absoluta el Convenio de Cooperación del 16 de julio de 2001, celebrado entre el Congreso de la República y la Organización de Estados Iberoamericanos O.E.I., cuyo objeto es desarrollar el proyecto de modernización del Congreso de la República contenido en el Convenio de Préstamo de Cooperación Técnica No. 1179/OC-CO suscrito entre la República de Colombia y el Banco Iberoamericano de Desarrollo BID.

“SEGUNDA.- Que como consecuencia de la nulidad declarada se disponga retrotraer las cosas al estado en que se encontraban de no haber existido el convenio nulo, de conformidad con los artículos 1746 y 1525 del C.C.

“TERCERO.- Que la Nación – Congreso de la República tiene derecho a las restituciones que trata la anterior pretensión y a la indemnización de perjuicios correspondientes”.

2. Como fundamento de las pretensiones se expusieron los siguientes hechos:

“Mediante auto del 23 de agosto de 2001 el Procurador General de la Nación dispuso la apertura de indagación preliminar para adelantar las diligencias tendientes a establecer si existían irregularidades en el manejo por parte del Congreso de la República de los recursos provenientes del empréstito obtenido con el Banco Iberoamericano de Desarrollo BID, para el proceso de modernización de dicha corporación.

“En escrito de septiembre de 2001 suscrito por Asesores del Despacho del Señor Procurador General de la Nación, se le informa al jefe de este organismo que el día 16 de julio de 2001 se celebró entre el Congreso de la República y la O.E.I un convenio interadministrativo con el objeto de desarrollar el proyecto de modernización del Congreso de la República contenido en el Convenio de Préstamo de Cooperación Técnica No. 1179/OC-CO suscrito entre el Congreso de la República de Colombia y el Banco Iberoamericano de Desarrollo B.I.D. Se informa que en la cláusula 10ª de este último acuerdo se determinó que los recursos del programa se administrarían mediante un encargo fiduciario o una figura similar; sin embargo se realizó un contrato denominado ‘Convenio de Cooperación’ celebrado entre el Congreso Colombiano y la Organización de Estados Iberoamericanos O.E.I.

“Igualmente se señala, que en virtud de dicho Convenio, se le entregarían a la O.E.I para su administración la suma de DIEZ MILLONES DE DÓLARES (US 10.000.000) de los cuales SEIS MILLONES DE DÓLARES (US 6.000.000) corresponden al monto de financiamiento con recursos del B.I.D., mientras que los recursos adicionales equivalentes a CUATRO MILLONES DE DÓLARES (US 4.000.000) corresponden a la Nación –Congreso de la República.

“Adicionalmente manifiestan, que los recursos correspondientes al financiamiento del B.I.D. se entregarían a la O.E.I mediante pagos por cuenta del Congreso de la República siguiendo las normas relativas a los desembolsos contenidas en el convenio de Préstamo de Cooperación Técnica No. 1179/OC-CO; y los recursos correspondientes a la Nación – Congreso de la República se entregarían a la O.E.I por el Congreso siguiendo las normas contenidas en el estatuto orgánico del presupuesto y las leyes anuales del mismo.

“Concluye el mencionado documento de los Asesores del Despacho del Señor Procurador General de la Nación en relación con el Convenio con la O.E.I., que acogiendo la posición adoptada por la Comisión Especial Disciplinaria en los fallos del 16 y 17 de julio de 2001, mediante los cuales se sancionó con destitución al Gobernador de Arauca y la Alcaldesa del Municipio de Arauca, se considera que se pudieron haber violado los artículos 24-8, 26 Numerales 1 y 4 y el artículo 29 de la ley 80 de 1993 por parte de los Doctores Mario Uribe Escobar y Basilio Villamizar Trujillo presidentes del Senado y Cámara, respectivamente, teniendo en cuenta que ‘resulta inadmisible que en aras de asegurar un manejo trasparente de los recursos, se pretenda suplantar al Estado Colombiano en el manejo de sus propios recursos a través de organismos internacionales, soslayando con ello nuestras normas de contratación estatal, sin que legalmente sea posible ninguna clase de control disciplinario o fiscal sobre su manejo y ejecución, por cuanto el organismo internacional goza del privilegio de inviolabilidad, conforme al cual los bienes y haberes locales y archivos de la representación serán inviolables salvo renuncia expresa mediante escrito del Secretario General de la O.E.I. al Gobierno’.

“Por otra parte señalan que a la luz de las normas presupuestales (Decreto 111  de 1996, artículo 31) tanto los dineros del crédito B.I.D., como los dineros adicionales locales, son recursos propios que deben ingresar al presupuesto, por lo que deben ser manejados por el Estado Colombiano.

“Manifiestan que teniendo en cuenta el objeto del organismo internacional, definido en la Ley 30 de 1989, temas como el que pretende atender el citado Convenio no se encuentran previstos en él.

“Finalmente, puntualizan que en el Convenio se prevé que la O.E.I. no cobra ningún tipo de contraprestación por el manejo de los recursos, sin embargo, teniendo en cuenta el artículo 12 de la Ley 38 de 1989, modificado por el artículo 12 de la Ley 225 de 1995 que disponen que ‘los rendimientos de inversiones financieras obtenidos con recursos de la Nación, si se causan, pertenecen a ella y deben ser depositados a la Dirección del Tesoro’, en dicho Convenio no previó nada respecto de los rendimientos que generen los dineros provenientes del crédito B.I.D., independientemente que su entrega se haga por instalamentos (sic) para efectos de la inversión.

“El Despacho del Señor Procurador General de la Nación mediante auto de fecha de 2 de abril de 2002, resolvió abrir investigación disciplinaria contra los doctores Mario Uribe Escobar y Basilio Villamizar en su calidad de Presidentes del Senado y de la Cámara, respectivamente.

“El convenio O.E.I. – Congreso de la República se suscribió el 16 de julio de 2001 y tienen un término de duración de tres (3) años contados a partir de su perfeccionamiento, de acuerdo con lo establecido en la cláusula 6ª del mismo.

“La celebración del convenio cuya nulidad absoluta se pretende se fundamentó en el artículo 13 de la Ley 80 de 1993.

“El convenio demandado suscrito entre el Congreso de la República y la O.E.I no cuenta con las características de un convenio interadministrativo, por cual se trata de un contrato estatal.

“El convenio celebrado entre el Congreso de la República y la O.E.I. traslada el ejercicio de funciones administrativas propias de un ente estatal, como es la ejecución presupuestal, a un organismo internacional que no se encuentra sujeto a jurisdicción colombiana en virtud de los privilegios de inmunidad e inviolabilidad que le son inherentes a su naturaleza y por consiguiente escapa a todo mecanismo de control disciplinario, de manejo presupuestal y del patrimonio público, razón por la cual resulta violatorio del ordenamiento jurídico interno”. –Folios 2 a 4 cuaderno 1-

3. En auto del 30 de junio de 2004, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda y ordenó notificar a las partes y al Ministerio Público. El Congreso de la República en escrito del 17 de septiembre de 2004, se pronunció sobre los hechos, aceptando y negando unos, y solicitando que se probaran otros. En cuanto a las pretensiones, solicitó que se despacharan de forma desfavorable al señalar que el convenio acusado nunca se ejecutó y por ende resultaban improcedentes las pretensiones de nulidad. Luego, señaló que en caso de que se hubiere ejecutado el convenio, no podría afirmarse que tenía objeto ilícito ni que se suscribió con desviación de poder, pues el artículo 13 de la Ley 80 de 1993 permite a las entidades estatales contratar con organismos de cooperación, asistencia o ayuda de carácter internacional.

En ese sentido propuso como excepciones las que denominó: i) carencia de objeto, en consideración a que el convenio acusado nunca se ejecutó y, ii) legalidad del contrato al encontrase ajustado a la constitución y la ley.

Por su parte, e la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura –OEI, presentó de forma extemporánea la contestación de la demanda –folios 40 a 77 cuaderno 1-.

4. En proveído del 20 de octubre de 2004, se decretaron las pruebas (folio 79 cuaderno 1), y el 10 de agosto de 2005, se corrió traslado para alegar a las partes y rendir concepto, respectivamente (folio 89 cuaderno 1); en esta oportunidad se pronunciaron en los siguientes términos:

4.1. La Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura OEI-, solicitó que se denegaran las pretensiones de la demanda al señalar que el convenio celebrado con el Congreso de la República se ajustó a la Constitución y la Ley, de ahí que no puedan acogerse las peticiones de nulidad e indemnización de perjuicios. En ese mismo sentido, expuso que el presente proceso carecía de objeto, toda vez que el convenio demandado no se había ejecutado por falta de desembolso de los dineros por parte del Congreso de la República.  

El Congreso de la República reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda.

El demandante en esta oportunidad guardó silencio.

5.   La sentencia de primera instancia

El a quo, en sentencia del 22 de noviembre de 2006, declaró la falta de competencia para conocer la demanda respecto del demandado, Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura. En cuanto a la nulidad del contrato, se expuso:

“Así las cosas, en el caso resulta evidente que aunque el contrato no se ejecutó, su objeto fue ilícito y, en el mismo EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA actúo con desviación de poder, por cuanto el mismo fue suscrito contrariando los mandatos legales previstos y facultades previstas en el Estatuto de Contratación, adicionalmente advierte este Cuerpo Colegiado que en el caso no puede concluirse que de las funciones asignadas al organismo internacional, entre las cuales se encuentran las de cooperación, asistencia técnica, la contratación de técnicos, consultores, expertos y, el apoyo a procesos con personal calificado para realizar evaluaciones y recomendaciones, se pueda inferir de las mismas o deducir la competencia para el manejo y administración de recursos tal y como lo interpretó el demandado CONGRESO DE LA REPÚBLICA.

“Corolario de lo expuesto, las pretensiones de la demanda serán despachadas favorablemente, por cuanto ha quedado plenamente demostrado que el Convenio celebrado entre el CONGRESO DE LA REPÚBLICA y la OEI no se ajustó a la Constitución Política y a la normatividad legal vigente, en especial, lo consagrado en el artículo 13 del Estatuto de Contratación, razón por la cual se declarara su nulidad, siendo en consecuencia claro que el objeto del convenio es ilícito, lo cual genera nulidad absoluta del negocio jurídico, en su integridad, de conformidad con el inciso 1º
del art. 44 de la Ley 80 de 1993, que remite a su vez al art. 1741 del C.C. el cual prescribe ‘La nulidad producida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad producida por la omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a la naturaleza de ellos, y no a la calidad o estado de las personas que los jecutan o acuerdan, son nulidades absolutas”.

En cuanto  a las costas, el a-quo, resolvió:

“COSTAS

“En la nueva regulación de las costas en el proceso administrativo no basta entonces que la parte sea vencida, toda vez que se requiere una valoración de la conducta observada en el proceso y al tenor de la ley 80 de 1993 esta debe ser temeraria, facultando el artículo 55 de la ley 446 de 1998, que modificó el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo para condenar en costas, posibilitando la condena en costas para la entidad pública vencida, pues bajo la vigencia del artículo 171 del C.C.A sólo se permita dicha condena para el litigante particular vencido en el proceso, exigiéndose al Juez una valoración subjetiva para su condena, en consecuencia, no basta entonces que la parte sea vencida, toda vez que se requiere una valoración de la conducta observada por en ella en el proceso, surgiendo la dificultad al determinar los criterios que debe tener en cuenta el juez para decidir cuando la conducta de la parte justifica la condena en costas.

(…)

“FALLA

(…)

“TERCERO: CONDÉNASE al CONGRESO DE LA REPÚBLICA  a la totalidad de las costas que se liquidaren dentro del presente proceso”. 

II. TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

1. El apoderado del Congreso de la República, inconforme con la condena costas, presentó recurso de apelación. En efecto, en la oportunidad para sustentarlo, indicó que si bien compartía la declaratoria de nulidad del contrato demandado, deprecó la revocatoria de la condena en costas al considerar que no se demostró que hubiera actuado con temeridad o mala fe como lo exige la ley para realizar ese tipo de declaraciones. 

2. El recurso se concedió el 24 de enero de 2007 y se admitió el 27 de agosto de 2007; luego se corrió traslado a las partes para alegar y al Ministerio Público para emitir concepto, respectivamente.

El Congreso de la República señaló en esta oportunidad que el fallo apelado nada indicó sobre el comportamiento asumido por ella en el proceso, sin que se advierta que en el trámite del proceso se hubiera presentado temeridad o mala fe como lo exige la norma, motivo por el que no resultaba procedente la declaratoria de condena en costas.

El agente del Ministerio Público que intervino durante el trámite especial del artículo 210 del C.C.A., señaló que una vez revisado el trámite y las intervenciones del demandado en el proceso, no se advierte que sus actuaciones estén precedidas de temeridad, mala fe o de un comportamiento abiertamente reprochable, ya que no dilató de forma injustificada el proceso, ni propuso incidente o trámites desgastantes para las partes y para la administración de justicia, motivo por el que resultaba procedente la revocatoria del numeral tercero de la parte resolutiva del fallo impugnado.

III. CONSIDERACIONES

El objeto del proceso, en esta instancia, consiste en determinar si la decisión del a-quo de condenar en costas a la parte demandada era procedente, teniendo en cuenta que el ordenamiento jurídico exige una valoración de la conducta procesal asumida por las partes en el trámite del proceso. 

La Sala advierte que revocará la decisión, y para el efecto examinará los siguientes temas: i) la competencia del Consejo de Estado para conocer el asunto, ii) límite de la apelación y, iii) el caso concreto.

1. Competencia del Consejo de Estado

De acuerdo con lo establecido en el artículo 129
 del Código Contencioso Administrativo, en concordancia con el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999 del Consejo de Estado -modificado por el Acuerdo 55 de 2003
-, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo es competente para conocer, en segunda instancia, de la apelación de las sentencias proferidas por los Tribunales Administrativos en las controversias de naturaleza contractual. 

En el caso concreto, cuando se presentó la demanda –año 2004- para que un proceso fuera de doble instancia la cuantía debía exceder de $ 51’730.000, y en el caso bajo estudio el valor del contrato cuya nulidad se pretende ascendía a $ 2.500’000.000.

Ahora, corresponde establecer de oficio si en el presente caso se estructura la falta de jurisdicción declarada por el Tribunal en primera instancia, pues este hecho impediría hacer un pronunciamiento de fondo sobre la impugnación impetrada, motivo por el cual, se analizará el alcance de la inmunidad jurisdiccional concedida a la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura, para luego descender al caso concreto y resolver el recurso de apelación del Congreso de la República. 

Con relación al alcance de la inmunidad jurisdiccional de organismos internacionales, esta Sección sostuvo en auto del 26 de marzo de 2009, con ponencia de la Consejera Myriam Guerrero Escobar, expediente 34.460 se precisó in extenso: 

“Uno de los principios, quizá el más importante de las inmunidades, es el de la inmunidad de jurisdicción, que consiste en la sustracción del órgano o del sujeto de la relación internacional de la jurisdicción del Estado donde se encuentra ubicado físicamente o donde ejerce funciones. Algunos tratadistas afirman que se trata un principio de carácter procesal
 que particularmente se bifurca en dos nociones: la inmunidad de juzgamiento (o de jurisdicción propiamente dicha) y la inmunidad de ejecución que, como su nombre lo indica, impide ejecutar la decisión en caso de que se hubiere juzgado la controversia.

“Como consecuencia de la inaplicabilidad de la teoría de la inmunidad absoluta, surgió la teoría de la inmunidad relativa, de manera que para delimitar el ámbito de inmunidad se optó por diferenciar la condición con la cual actúa el órgano de las relaciones internacionales, distinguiendo entre los actos que realiza revestidos de -imperium - o funcionalmente, es decir, los que realiza en función del poder público –iure imperii- o ceñido a la función para la cual fue creado (en el caso de la inmunidad internacional),
 de los actos de gestión – iure gestionis-, que son los desarrollados por el órgano con fines que no se acompasan con el desarrollo de su función propia en el ámbito internacional, sino que son desarrollados en el mismo plano que los actos de los particulares, de manera que la prerrogativa no surte efectos en este último evento, pues debe recordarse que las inmunidades no deben ser de orden absoluto.

“Sin embargo, la aplicación de uno u otro criterio ofrece cierto grado de dificultad, no sólo porque puede existir actos de gestión que verdaderamente reviertan en actos funcionales, sino porque deja en manos del poder jurisdiccional del Estado receptor la calificación de la actuación para determinar el carácter de la misma, pudiendo desconocer desacertadamente la prerrogativa ante la inexistencia de excepciones -ratione materiae-, que ofrezcan seguridad al respecto
, de manera que sólo cuando sea evidente la ausencia de relación del acto con la función, podrá restringirse la aplicación de la prerrogativa de inmunidad de jurisdicción.

“Algún sector de la doctrina
 sostiene que fuera de las excepciones -ratione materiae- existe una excepción general al principio de inmunidad de jurisdicción, fundamentada en el consentimiento del beneficiario de la inmunidad, ora de manera expresa, ora de manera tácita. La forma expresa no ofrece dificultad alguna, pues se trata de la renuncia manifiesta por parte del órgano de derecho internacional que redunda en la aceptación de sometimiento a la jurisdicción interna del Estado receptor. La renuncia tácita, por su parte, opera cuando el beneficiario de la inmunidad despliega actuaciones procesales ante la jurisdicción interna, omitiendo alegar la circunstancia que lo ampara, de manera que implícitamente admite someterse a la jurisdicción local
, no obstante, podría decirse que no opera cuando el instrumento a través del cual se concede la inmunidad señala inequívocamente que la renuncia sólo procede cuando es expresa, escrita y notificada al Estado que pretende ejercer la jurisdicción.  

“Por otra parte, el concepto de inmunidad de ejecución, evoluciona paulatinamente con el de inmunidad de jurisdicción, lo cual significa que también se ha relativizado aparejado de ésta, con todo, cuando tiene aplicación la excepción general, la renuncia a la inmunidad de jurisdicción no conlleva automáticamente a la renuncia de la inmunidad de ejecución, de suerte que en uno y otro caso deberá expresarse la intención de renunciar a la prerrogativa. 

“En Colombia, la Corte Suprema de Justicia a finales del año 2007
, revaluó el concepto que por más de 20 años venía sosteniendo en torno al reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción absoluta de los Estados, dando paso a la teoría de la inmunidad relativa, por lo menos, en cuanto a los asuntos de carácter laboral, con fundamento en las nuevas perspectivas que informan las relaciones entre los Estados y la interpretación de la reciente Convención de las Naciones Unidas sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y sus bienes del año 2004, en armonía con el contexto que informa el derecho al trabajo como derecho de raigambre constitucional a partir de la promulgación de la Constitución Política de 1991 que responde a la necesidad de los Estados de garantizar el derecho al trabajo y asegurar la protección del mismo conforme lo establece el artículo 6º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado en nuestro país mediante la Ley 74 de 1968. Precisa:   

“Así por ejemplo en materia laboral, distintos países, con fundamento en la costumbre internacional, han admitido su sujeción a las normas laborales internas. Entre ellos se encuentran: Estados Unidos, Polonia, Chile, República Islámica de Irán, Grecia, Rusia, Rumania, Francia, Tailandia, Indonesia, Brasil, Perú, Panamá, Guatemala, Suráfrica, Kenia, Honduras, Nueva Zelanda, Nicaragua, India, Italia, Austria, Hungría, Bulgaria y Argentina. De ello dan cuenta las comunicaciones pertinentes que éstos han enviado al Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia. 

“Lo anterior pone de manifiesto, que la tesis de la inmunidad absoluta de jurisdicción de los Estados se ha debilitado, dando paso a otra - inmunidad relativa-, que no puede ignorarse, pues sería tanto como estar de espaldas ante un episodio de la humanidad que reclama su propio tratamiento. 

“Si en el ámbito de las relaciones comerciales, esta última práctica adquirió relevancia, en un tema tan sensible como el derivado de las controversias laborales, se ha venido convirtiendo en la única forma de efectivizar aquellos derechos hasta ahora ilusorios; tanta es su trascendencia que la redacción de la Convención de las Naciones Unidas, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes, de diciembre 2 de 2004, se ocupó del tema, al delimitar los conceptos respecto de las inmunidades, y su aplicación en el tema de los contratos laborales ejecutados en el país del Estado foro. 

“Por su parte, la Corte Constitucional ha sostenido que la concesión de prerrogativas e inmunidades a través de la suscripción de tratados internacionales guarda armonía con lo dispuesto por el artículo 9 de la Constitución Política, como quiera que responde a la necesidad de dotar a los agentes diplomáticos, consulares y a los órganos de derecho internacional y sus funcionarios de la suficiente autonomía e independencia para el desarrollo de sus funciones.
 

“Tampoco vulnera el artículo 13 de la Constitución por cuanto la igualdad se predica respecto de iguales, por ende, puede admitirse un trato desigual cuando se halle suficientemente justificado, empero, ha adoptado el criterio finalista restringido respecto de la interpretación de las prerrogativas de inmunidad jurisdiccional, arguyendo que ningún Estado estaría en la capacidad jurídica de otorgar plena inmunidad a todo agente o representante de gobierno extranjero o representante de un organismo de derecho internacional y, en general a ningún órgano de derecho internacional, pues podrían sacrificarse algunas atribuciones que le competen como Estado soberano
, de manera que son los principios y no una mera liberalidad los que fundamentan la existencia de las prerrogativas.

“Para corroborar el aserto, obsérvese el pronunciamiento de la Corte Constitucional al efectuar el control de constitucionalidad de la Ley 208 de 1995  “Por medio de la cual se aprueba el 'Estatuto del Centro Internacional de Ingeniería Genética y Biotecnología' hecho en Madrid el 13 de septiembre de 1983”, en el cual interpretó que la inmunidad de jurisdicción reconocida a través de la suscripción del acuerdo no puede entenderse de manera absoluta, por consiguiente, es posible que el Centro y sus funcionarios sean juzgados por la jurisdicción colombiana:

“...Dicha inmunidad restringe el derecho de acceso a la justicia de los habitantes del territorio, así como las facultades correlativas de jurisdicción de los órganos nacionales. Los bienes comprometidos - el derecho fundamental de acceso a la justicia y la soberanía del Estado - hacen que la cláusula que se analiza deba ser objeto de una interpretación restringida de tal manera que la inmunidad que se concede tenga un alcance relativo. De una parte, debe garantizarse la independencia del Centro y protegerse sus bienes y haberes frente a decisiones arbitrarias. De otra parte, las operaciones o transacciones del Centro que por su propia naturaleza deban someterse a las cláusulas de derecho interno o supranacional y que puedan lesionar derechos reconocidos por el ordenamiento a habitantes del territorio,  no pueden estar exentas de reclamación judicial. Si así no fuera, se estaría sacrificando, sin justificación razonable, atributos soberanos del Estado nacional que implican la garantía de derechos fundamentales reconocidos por el orden constitucional, sin que ello resulte necesario para garantizar la legítima independencia del Centro y la integridad de sus bienes. 

(...)

“El Estado colombiano no puede aceptar la inmunidad judicial absoluta y, por tanto, deberá señalar que en el evento de que surja una disputa jurídica entre un habitante del territorio y el Centro, cuando este actúe como un particular o sometido a las normas de derecho interno o supranacional, podrá apelarse a los mecanismos judiciales consagrados por el ordenamiento nacional e internacional a fin de que el conflicto se resuelva según las normas vigentes en el territorio nacional”.
 
“Esta Corporación, acoge el criterio objetivo – finalista adoptado por la Corte Constitucional, en cuanto a la interpretación de las cláusulas de inmunidad jurisdiccional, extendidas, específicamente, a favor de los órganos internacionales, de manera que la simple inclusión de la prerrogativa en el instrumento de derecho internacional no implica que se encuentre excluida absolutamente de la jurisdicción interna del Estado, por cuanto la inmunidad debe entenderse concedida en el contexto de la finalidad para la cual fue creada, que no es otro distinto que permitir al organismo desarrollar las funciones que le son inherentes, con autonomía e independencia, para evitar que agentes externos entorpezcan su objeto, de suerte que cuando la cláusula se torne ambigua, abstracta o abarque supuestos indeterminados, el juez deberá interpretarla atendiendo los criterios expuestos y la lógica de lo razonable para establecer el alcance de la misma y evitar así la mengua indirecta e innecesaria de derechos fundamentales de los habitantes del territorio colombiano, como el acceso a la administración de justicia y de atributos inherentes al Estado como la soberanía e independencia ya que, de hecho, la simple concesión de las inmunidades implica la cesión de éstos en alguna proporción. –Destaca la Sala-

“Por supuesto, esta Corporación ha sido receptiva a la situación que se presenta cuando por causa del reconocimiento de las inmunidades de jurisdicción se impide a las personas, en principio, acceder a la administración de justicia que, a la postre, puede configurar un rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas causante de daños antijurídicos que el Estado estaría en la obligación de resarcir en los términos de la artículo 90 de la Constitución Política, siempre que se acrediten la totalidad de los elementos integradores de la responsabilidad extracontractual
”.

Con base en la anterior jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera, considera esta Subsección que el objeto del Convenio de Cooperación
 celebrado entre el Congreso de la República y la OEI, no guarda  una relación directa con las finalidades de dicha Organización
 relacionadas con los servicios de promoción y cooperación de actividades orientadas a la educación, científicas, tecnológicas y culturales de los Estados miembros, por lo que es factible concluir que la cláusula de inmunidad de jurisdicción que ampara a la OEI, no puede extenderse al específico evento que ahora tiene oportunidad de estudiar la Sala, comoquiera que la controversia que se planteó ante esta jurisdicción es ajena a la finalidad intrínseca del órgano de derecho internacional.

En efecto, aplicar al asunto de la referencia la inmunidad de jurisdicción supondría reconocer la misma de manera absoluta, concretándose el criterio subjetivo que, de acuerdo a la jurisprudencia transcrita, no es aceptada por la Sala de la Sección, resultando inconveniente para el ejercicio del derecho de acceso a la administración de justicia al aceptar que “la simple verificación de la existencia de la prerrogativa en el instrumento de derecho internacional conduzca indefectiblemente a la exclusión del poder jurisdiccional interno, sin razonamiento jurídico válido”
. 

Ahora bien, atendiendo los lineamientos expuestos por la Sala en la providencia citada, también es posible arribar a la anterior conclusión si se tiene en cuenta que los dineros destinados para la ejecución del Contrato celebrado con la OEI eran del Estado colombiano. Al respecto, sobre este tópico, se señaló: 

“… La simple celebración del negocio jurídico con un contratante amparado con dicha prerrogativa sitúa a su co-contratante en un plano de desigualdad relativo, porque puede verse comprometida la eficacia del principio –pacta sunt servanda- en la medida en que un contrato válidamente celebrado obliga a las partes intervinientes a cumplirlo y, en este evento, una de las partes no podría ser conminada a cumplirlo, afectándose eventualmente la conmutatividad que, por regla general, informa los contratos. No obstante, la situación de desigualdad es de mayor proporción cuando la relación negocial se ejecuta en su totalidad con dineros del Estado colombiano y se impide a éste ejercer el poder jurisdiccional sobre la controversia que se suscita en torno al contrato, porque en este caso, dada la relación funcional y el contenido obligacional del negocio, el organismo internacional debe someterse al derecho interno y a la jurisdicción interna.
 Lo contrario implicaría una cesión desproporcionada de los atributos de independencia y soberanía del Estado, traducida en el completo desconocimiento de la plenitud, autonomía y exclusividad del ordenamiento jurídico, sin que medie justificación válida”.
Así las cosas, la inmunidad de jurisdicción que ampara a Organización de Estados Iberoamericanos, reconocida por el Estado colombiano mediante la Convención sobre prerrogativas e inmunidades de las Naciones Unidades, aprobadas por el Congreso de la República mediante la Ley 62 de 1973, y la Ley 30 de 1989 que aprobó los estatutos de la OEI, no es aplicable en el asunto de la referencia, motivo por el que resulta errada la decisión del Tribunal a-quo que declaró la falta jurisdicción respecto de ella, ya que de acuerdo los argumentos anteriormente expuestos el Estado colombiano sí puede ejercer jurisdicción sobre el Organismo Internacional en el caso en concreto.

Finalmente, precisa la Sala que pese a la condición de particular con que actuó la OEI, en el asunto subexamine la vinculación del Congreso de la República al proceso implica que se produzca el factor de conexión, requisito necesario para que se genere el fuero de atracción respecto de aquélla (OEI) y sea la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo la competente para conocer de la controversia.

2. Establecida la competencia de la jurisdicción contenciosa para conocer del asunto de la referencia, debe advertirse que el estudio que abordará la Sala se contrae a desatar la inconformidad que tiene la entidad demandada respecto a la condena en costas que hizo el a-quo. En este sentido, la Sala se circunscribirá a este aspecto, pues su competencia, según el art. 357 del C.P.C., se reduce a examinar dicho asunto, no siendo posible que aborde otros, so pena de violar el principio de la congruencia
.

En ese sentido, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado
, estableció que la competencia del juez de la segunda instancia está limitada a los motivos de inconformidad que exprese el recurrente en el escrito de apelación, de allí que, en el asunto sub examine esta Subsección se restringirá a estudiar sólo lo referente a la condena en costas en contra del Congreso de la República, pues en eso radica el argumento expuesto por el impugnante en el recurso de apelación. 

3. Caso concreto   

Al momento de la presentación de la demanda se encontraba vigente el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 que modificó el artículo 171 del Decreto 01 de 1984, que indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente o de mala fe y, en el sub lite, la Sala encuentra que la parte demandada no actuó con temeridad, motivo por el que se revocara la condena en costas ordenada por el Tribunal de primera instancia. En efecto, según lo dispuesto en el artículo 171 del C.C.A.:

“Artículo 171.- Modificado .L 446/98, art. 55. Condena en costas.  En todos los procesos, con excepción de las acciones públicas, el juez, teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes, podrá condenar en costas a la vencida en el proceso, incidente o recurso, en los términos del Código de Procedimiento Civil”.

Por su parte, el artículo 74 del C. de P. C., norma aplicable en el presente proceso por expresa remisión del transcrito artículo 171 del C.C.A., en cuanto a las actuaciones temerarias o de mala fe en el curso de un proceso judicial, dispuso:

“ARTÍCULO 74. Temeridad o mala fe. Se considera que ha existido temeridad o mala fe, en los siguientes casos:

“1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, recurso, oposición, incidente o trámite especial que haya sustituido a éste.

“2. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad.

“3. Cuando se utilice el proceso, incidente, trámite especial que haya sustituido a éste o recurso, para fines claramente ilegales o con propósitos dolosos o fraudulentos.

“4. Cuando se obstruya la práctica de pruebas.

“5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca reiteradamente el desarrollo normal del proceso” (negritas por fuera del texto).

Y, el artículo 392 del C. de P.C., prevé:

 “En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

(…)

“9. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”.

En lo que refiere a la condena en costas en los procesos de conocimiento de la jurisdicción contencioso administrativa esta Corporación ha señalado:

“La condena en costas en los procesos contencioso administrativos está regulada por el artículo 171 del C. C. A., cuyo texto es el siguiente: 

«En todos los procesos, con excepción de las acciones públicas, el juez, teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes, podrá condenar en costas a la vencida en el proceso, incidente o recurso, en los términos del Código de Procedimiento Civil».

La jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado han señalado en forma reiterada que, a diferencia de lo previsto en el Código de Procedimiento Civil, en los procesos contencioso administrativos la condena en costas no opera automáticamente y en forma objetiva a favor de la parte vencedora sino que su declaración está sujeta a una valoración de la conducta de la parte vencida que permita calificarla como temeraria o constitutiva de abuso de sus atribuciones y derechos procesales y además, se encuentre probada en el expediente.
En la sentencia cuya adición se pretende no se condenó en costas porque no se advirtió una conducta procesal de la parte vencida que ameritara su condena.”
 (Resaltado fuera del texto)

De lo anterior se colige que la condena en costas es una facultad del Juez que no opera en forma objetiva sino que está sujeta a la valoración que se haga de la conducta de la parte vencida. 

Acerca de la temeridad, la Sala de la Sección Tercera ha afirmado:

“Una vez fue desvirtuado el fundamento normativo de la demanda, el actor popular cimentó su recurso de apelación en una norma declarada inexequible ocho años antes de la presentación de su recurso, por lo cual se consideraba fuera del ordenamiento jurídico la norma alegada, al momento de estructurarse los fundamentos de la apelación. Solo con lo anterior, se verifica que las actuaciones de la parte demandante, carecían de fundamentos legales. 

“Además de la vacuidad de argumentos normativos, la actuación de la parte demandante faltó a la demostración de las situaciones de hecho en que fundaba la demanda, pues indicó en su acápite de hechos los siguientes, sin que los mismos fueran demostrados en el transcurso del proceso:

“4. La infraestructura municipal de transporte, vías urbanas, suburbanas y rurales de propiedad del Municipio de Santiago de Cali están actualmente sin un apropiado mantenimiento llenas de huecos y cráteres que hacen que el servicio público del transporte sea deficiente y sea incluso la causa eficiente de la muerte de conductores.

...

“6. Actualmente, el servicio público de transporte que se presta a la comunidad de Santiago de Cali es deficiente pues la maya (sic) vial del municipio está y continuará sin mantenimiento apropiado para tapar los huecos y cráteres que presentan. (fl. 26 c.p.)

“Si para el actor las anteriores situaciones constituían el fundamento de la violación de derechos colectivos, debía de haberlas demostrado en el proceso, o aunque sea debía haber iniciado la actividad probatoria tendiente a la comprobación de las mismas, situación que no ocurrió, pues el acápite de pruebas de la demanda se limitó a la presentación de informaciones sobre la situación de puntos específicos de la malla vial del Municipio demandado, y a la solicitud de un informe al Alcalde de dicho ente territorial, sobre los hechos de la demanda, sin especificar, respecto de las vías del Municipio, la forma de demostrar el estado general de la malla vial.

“Esta falencia probatoria faltó a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, el cual impone en cabeza del actor popular, la carga de probar los hechos alegados en su demanda. Resulta aún más notoria la falla del actor, al observar que su actuación no solo omitió la demostración eficaz de los hechos que alegaba, sino que además, faltó a la proposición de medios de prueba idóneos para demostrar las situaciones de hecho en que sustentó las pretensiones de su demanda.

“Con lo anterior, se demuestra que el demandante popular ejerció de manera arbitraria y en busca de beneficio propio, la acción popular consagrada en el artículo 88 de la C.P., y desarrollada legalmente por la Ley 472 de 1998, pues ante los falaces argumentos de hecho y de derecho presentados en su demanda, se advierte que la única pretensión que hace uso de una cita legal acertada, es la solicitud para que se le reconociera el incentivo permitido por el artículo 39 de la Ley 472 de 1998”
.

En igual dirección, la Sección Primera de esta Corporación ha puesto de presente que “la temeridad es, entonces, producto del ejercicio arbitrario y sin fundamento de la acción popular, la cual surge de la formulación de la pretensión sin respaldo legal alguno, así como de los hechos y del material probatorio, de lo que se infiere la absoluta improcedencia de la acción, que, en suma, es lo acaecido en el presente asunto como se ha dejado establecido.  Esta situación ha debido ser advertida o por lo menos considerada por el a-quo, a quien se exhortará para que en futuras oportunidades lo haga y se pronuncie sobre ella de conformidad con la normativa aplicable”
.
Pues bien, a diferencia de lo que decidió el Tribunal a quo, para la Sala el demandado no incurrió en temeridad. Al respecto, se encuentra que una vez revisadas cada una de las actuaciones del apoderado de la entidad demandada, desde la contestación de la demanda y demás actuaciones que realizó durante el trámite del proceso en primera instancia, no se advierte ninguna irregularidad en su conducta, pues en el escrito de contestación hizo un pronunciamiento sobre los hechos y pretensiones de la demanda, proponiendo como excepciones la carencia de objeto y la legalidad del contrato demandado; pidió pruebas y alegó de conclusión de forma sucinta, sin que ninguna de estas actuaciones pueda considerarse como arbitraria o abiertamente reprochable, ya que no dilató de forma injustificada el proceso, ni propuso incidente o trámites desgastantes para las partes y para la administración de justicia o distrajo la atención en temas inexistentes o no probados, estando limitado su actuar a lo estrictamente legal y necesario como lo era la de advertir y acreditar la no ejecución del contrato demandado, tal y como lo puso de presente la Agencia del Ministerio Público en la intervención en esta instancia. 

Así las cosas, encuentra esta Sala que la decisión del Tribunal de condenar en costas al demandado carece de fundamento, pues no sometió su decisión a criterios objetivos, verificables y comprobables que le permitieran determinar una causa que justificara la condena a la parte vencida. Así, el hecho de que la parte fuera vencida no es suficiente para proceder a la condena, pues de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente, y como en este caso ninguna de aquellas actuó de esa forma, se revocaran, pues se insiste, que si bien es deber del Juez disponer acerca de la condena en costas, lo cual no significa que  deba condenarse en todos los casos a la parte vencida, es menester comprobar y verificar su efectiva causación dentro del respectivo proceso.   

Por tal motivo, la Sala revocará la decisión adoptada por el Tribunal de instancia respecto de este asunto y, en su lugar, dispondrá que no procede condenar en costas al demandado. En lo demás, se confirmará la sentencia apelada. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: REVÓCASE LOS ORDINALES 1º Y 3º de la sentencia del 22 de noviembre de 2006, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, la cual quedará así:
“PRIMERA: DECLÁRESE la nulidad absoluta del Convenio d Cooperación suscrito entre el CONGRESO DE LA REPÚBLICA y la ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS O.E.I. DE FECHA 16 de julio de 2001.

“SEGUNDO: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda”. 

SEGUNDO: En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ                      

Presidenta de la Sala 
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
� “Artículo 129.- El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los Tribunales Administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se conceda el extraordinario de revisión. (…).”





� “Artículo 13.- Para efectos de repartimiento, los negocios de que conoce la Sala de lo Contencioso Administrativo se distribuirán entre sus secciones atendiendo un criterio de especialización y de volumen de trabajo, así:  (…)





“Sección tercera (…)


“Las controversias de naturaleza contractual.” 


� En este sentido ver González Campos Julio D. Sánchez Rodríguez Luis I. y De Santa María Paz Andrés. Curso de Derecho Internacional Público. Sexta Edición. Editorial Civitas páginas 424 y ss. Dicha posición ha sido adoptada por la Corte Constitucional.  


� Se trata sin duda alguna de un criterio objetivo o finalista que puede ofrecer dificultades.  


�Ob. Cit. P. de P. 6.


� Ibidem


� Funciona de manera similar a la renuncia tácita que se produce en relación con los pactos arbitrales. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Auto de fecha 13 de enero de 2007. Radicación 32096. Magistrado Ponente, Doctor Camilo Tarquino Gallego. 


� Ver entre otras. Sentencia C-137 de 1996. 


� Sentencia C-137 de 1996.


� Ibidem.


� Ver entre otras la sentencia proferida el 25 de agosto de 1998 por la Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera; Consejo de Estado. Consejero Ponente, Doctor  Jesús María Carrillo Ballesteros. Actor: Vitelvina Rojas Robles.


� “OBJETO- Por el presente Convenio de cooperación las partes desarrollaran el proyecto de MODERNIZACIÓN DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA,  en lo relacionado con las siguientes actividades:


“1. Realizar una revisión integral de la normativa parlamentaria colombiana que propicie la actualización de la estructura y funcionamiento del congreso de la república,


“2. Poner en funcionamiento la nueva organización y cotidianización de las nuevas reglas y procedimientos de legislación y control, los trámites a seguir, la combinación del desarrollo de instrumentos de programación y de planificación de las actividades y un modelo de debate apto para mejorar el contenido de las propuestas.


“3.Establecer un sistema interno de asesoría técnica especializada para los órganos de las cámaras y en particular para las comisiones legislativas.


“4. Organizar la administración parlamentaria y el régimen de su personal, con subordinación jerárquica a los órganos de dirección del congreso y bajo los criterios de profesionalidad,  neutralidad política, preparación especializada y responsabilidad burocrática.


“5. Dotar a ambas cámaras y a sus miembros de los medios materiales que permitan cubrir los objetivos anteriores, utilizando para ello los adelantos tecnológicos e informáticos modernos, combinados con los sistemas tradicionales de documentación, biblioteca y archivo, ordenados y gestionados eficientemente, con personal capacitado y con acceso a sistemas de información relevante en forma automatizada.


“6.Formular e implementar una estrategia de difusión del trabajo parlamentario que aumente la transparencia en su relación con la sociedad civil y que redunde a favor de su imagen ante la opinión pública”. –folios 56 y 57 cuaderno No.1-


� Ley 30 de 1989. “Artículo 2. Los fines generales y específicos de la OEI son los siguientes: 1. Fines generales: a) Contribuir a fortalecer el conocimiento, la comprensión mutua, la integración, la solidaridad y  la paz entre los pueblos iberoamericanos a través de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura. b) Colaborar con los Estados Miembros en la acción tendente a que los sistemas educativos  cumplan el triple cometido siguiente: Humanista, desarrollando la formación ética, integral y  armónica de las nuevas generaciones; social y de democratización, asegurando la igualdad de oportunidades educativas; y productivo, preparando para la vida del trabajo. c) Promover y cooperar con los Estados Miembros en las actividades orientadas a la elevación de los niveles educativo, científico, tecnológico y cultural. d) Fomentar la educación como alternativa válida y viable para la construcción de la paz, mediante la preparación del ser humano para el ejercicio responsable de la libertad, la solidaridad, la defensa de los derechos humanos y los cambios que posibiliten una sociedad más justa para Iberoamérica. e) Estimular y sugerir medidas encaminadas al logro de la aspiración de los pueblos  iberoamericanos para su integración educativa, cultural, científica y tecnológica. f) Promover la vinculación de los planes de educación, ciencia, tecnología y cultura con los  demás planes de desarrollo, entendido éste al servicio del hombre y procurando la distribución equitativa de sus productos. g) Promover y realizar programas de cooperación horizontal entre los Estados Miembros y de éstos con los Estados e Instituciones de otras regiones. h) Cooperar con los Estados Miembros para que se asegure la inserción del proceso educativo en el contexto histórico�cultural de los pueblos iberoamericanos, respetando la identidad común y la pluralidad cultural de la comunidad iberoamericana, de gran variedad y riqueza. i) Contribuir a la difusión de las lenguas españolas y portuguesa y al perfeccionamiento de los  métodos y técnicas de su enseñanza, así como a su conservación y preservación en las  minorías culturales residentes en otros países. Promover, al mismo tiempo, la educación bilingüe para preservar la identidad cultural de los pueblos de Iberoamérica, expresada en el plurilinguismo de su cultura. j) Colaborar estrecha y coordinadamente con los organismos  gubernamentales que se ocupan de educación, ciencia, tecnología y cultura y promover la cooperación horizontal de los países iberoamericanos en esos mismos campos. 2. Fines específicos: a) Fomentar el intercambio educativo, científico, tecnológico y cultural, y difundir en todos los  países iberoamericanos las experiencias y resultados logrados en cada uno de ellos. b) Fortalecer los servicios de información y documentación sobre el desarrollo de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura en los países iberoamericanos. c) Orientar y asesorar a las personas y a los organismos interesados en las cuestiones  culturales, educativas, científicas y tecnológicas. d) Difundir los principios y recomendaciones aprobados por las Asambleas Generales de la OEI y promover su realización efectiva. e) Convocar y organizar congresos, conferencias, seminarios y demás reuniones, sobre temas  educativos, científicos, tecnológicos y culturales y participar en aquéllas a las que fuera invitada, procurando su planificación armonizada con otros eventos de igual naturaleza. f) Colaborar en la preparación de textos y de material de enseñanza y en la formación de criterios didácticos ajustados al espíritu y a la realidad de los pueblos iberoamericanos. g) Cooperar con los Ministerios de Educación de los países iberoamericanos en la realización de sus planes educativos, científico�tecnológicos y culturales, y colaborar especialmente en el perfeccionamiento y coordinación de sus servicios técnicos. h) Promover la coordinación de los países iberoamericanos en el seno de las Organizaciones  Internacionales de carácter educativo, científico, tecnológico y cultural, a fin de que su cooperación en ellas sea eficaz y útil, tanto en el orden nacional como en el plano internacional. i) Promover la creación y coordinación de organizaciones, asociaciones, uniones y demás tipos  de entidades nacionales, regionales o internacionales, relacionadas con los distintos grados de enseñanza y con los diversos aspectos de la vida educativa, científica o cultural de los países  iberoamericanos, que podrán constituirse como entidades independientes o asociadas. j) Conceder el carácter de Entidad Asociada a la OEI a instituciones educativas, científicas, tecnológicas y culturales. k) Crear centros especializados, fundar institutos, establecimientos y demás entidades y  organismos de investigación, documentación, intercambio, información y difusión en materia educativa, científica, tecnológica y cultural, y los servicios descentralizados que exija el cumplimiento de sus fines o la ejecución de su programa de actividades. l) Fomentar el intercambio de personas en el campo educativo, científico, tecnológico y cultural, así como establecer mecanismos de apoyo adecuados para ello. m) Estimular y apoyar la investigación científica y tecnológica, especialmente cuando se relacione con las prioridades nacionales de desarrollo integral. n) Estimular la creación intelectual y artística, el intercambio de bienes culturales y las  relaciones recíprocas entre las distintas regiones culturales iberoamericanas. o) Fomentar la educación para la paz y la comprensión internacional y difundir las raíces históricas y culturales  de la Comunidad Iberoamericana, tanto dentro como fuera de ella. p) Cooperar con otros Organismos Internacionales para lograr una mayor eficacia en el diseño y realización de los programas educativos, científicos, tecnológicos y culturales, en función de las necesidades de los Estados Miembros. q) Promover el fortalecimiento de una conciencia económica y productiva en nuestros pueblos, a través de una formación adecuada en todos los niveles y modalidades del sistema educativo".


� Ibídem.


� A este respecto resultan ilustrativas las razones esgrimidas por la Corte Constitucional al analizar la constitucionalidad de la norma contenida en el inciso 4º del artículo 13 de la Ley 80 de 1993. Sentencia C-249 de 2004.


� “Art. 357. COMPETENCIA DEL SUPERIOR. La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado o la que no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones. 





“En la apelación de autos, el superior sólo tendrá competencia para tramitar y decidir el recurso, liquidar costas y decretar copias y desgloses. Si el superior observa que en la actuación ante el inferior se incurrió en causal de nulidad que no fuere objeto de la apelación, procederá en la forma prevista en el artículo 145. Para estos fines el superior podrá solicitar las copias adicionales y los informes del inferior que estime conveniente. 





“Cuando se hubiere apelado de una sentencia inhibitoria y la revocare el superior, éste deberá proferir decisión de mérito aun cuando fuere desfavorable al apelante.” (Negrillas fuera de texto)





� Al respecto, ver la Sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, proferida el 9 de febrero de 2012, expediente 21.060, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Primera, Sentencia del 18 de febrero de 2010, radicado número: 1999-00342, M.P. María Claudia Rojas Lasso.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de noviembre de 2004, Exp. AP-2922, M.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 26 de julio de 2007, Exp. AP-0515, M.P. Marco Antonio Velilla Moreno.





